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ESTUDIO PRELIMINAR 


EXPERIENCIA CONSTITUCIONAL E IDENTIDAD CIVICA 


Se le presenta en esta edición, por primera vez, al lector de habla hispana una serie de trabajos sobre la experiencia republicana de la política y su sentido de la identidad cívica. Su autor, Dolf Sternberger (19071989), ha sido, sin duda, uno de los más lúcidos historiadores del pensamiento político en el siglo XX. Sus trabajos historiográficos, en la línea de las investigaciones reconstructivas de Hannah Arendt o Michael Oakeshott, han mostrado la profunda continuidad argumental que existe desde la experiencia y la reflexión políticas en el mundo clásico hasta la modernidad.


Este profesor de Heidelberg, versado en el derecho, la política, la filosofía, la historia, la antropología y el arte, ha cumplido así mismo un papel decisivo en los debates intelectuales de su tiempo{1}. Notablemente, en la disputa de los historiadores alemanes, que en los años ochenta puso en juego la oportunidad de un acercamiento autocrítico a la historia de Alemania desde el holocausto. El debate, que puede entenderse como un proceso no sólo de reescritura de la historia sino también de educación política de la ciudadanía, ha contribuido a ampliar el sentido público de la investigación científica, en este caso de la historiografía política. A Sternberger se deben algunos de sus más inteligentes planteamientos.


La reconciliación civil no puede proceder de una iniciativa intelectual para reconstruir el pasado. Es necesario, como defiende Sternberger, integrar ese esfuerzo de reflexión colectiva en la vida política misma, en la experiencia de participación cívica en la "Constitución viva". Más que ninguna otra referencia, la Constitución de 1949 ha logrado cohesionar a la ciudadanía en torno del proyecto de construcción de una cultura política integradora. Sobre el trasfondo de esa experiencia Sternberger contrasta la relevancia de las tradiciones nacionalista y republicana como alternativas, no excluyentes, en la educación de la identidad ciudadana.


El objetivo de este ensayo introductorio es defender la validez de este planteamiento, cuyas consecuencias trascienden el ámbito de la experiencia constitucional alemana. Ha sido redactado en continuidad con la argumentación de Sternberger y, en este sentido, trata de plantear la vigencia de su interpretación del republicanismo cívico en términos cosmopolitas.




1. Los significados de la Constitución y la experiencia cívica


En un admirable trabajo sobre el significado de la Constitución, plantea Hanna Pitkin los términos precisos del debate sobre la lealtad cívica. Distingue Pitkin dos sentidos en la idea de Constitución. Según el primero, la Constitución es el marco normativo básico de la vida civil. Es lo que constituye a los ciudadanos como una comunidad política. Pero esta Constitución no es definitiva, de acuerdo con el segundo de los sentidos. Las constituciones, señala Pitkin, "se hacen". La Constitución de una comunidad política es un proceso permanente de experiencia civil, de participación ciudadana en la vida comunitaria, es decir, en la vida de la Constitución{2}. La Constitución como "estructura fundamental" y como realización cívica reflejan, pues, la génesis y la dinámica de la experiencia de autogobierno o de autoconstitución política de la ciudadanía. Son dos momentos indisolubles en los que se manifiesta la lealtad cívica: la construcción de un consenso originario en torno al proyecto de comunidad política y la adhesión a los resultados de su institucionalización.


Esta distinción de significados tiene, sin embargo, relevancia normativa y práctica. Si en el segundo momento hablamos de la realización cívica de la Constitución, lo que se pone en juego durante la fase anterior es justamente la condición de posibilidad del orden constitucional. Para ello será preciso aglutinar en torno al proyecto de Constitución el más amplio e integrador consenso posible entre sus diferentes interpretaciones. Históricamente, la teoría del contrato ha llegado incluso a contemplar la unanimidad en este acuerdo básico. Rousseau, por ejemplo, sólo la atribuía al pacto fundacional, si se entiende la unanimidad como un supuesto normativo, no fáctico, del orden político. En cambio, la Constitución política de la sociedad civil no podía efectuarse bajo idéntica condición. Sobre ella se expresaba ya de una manera contingente el consentimiento directo de los ciudadanos{3}. Esta segunda forma de lealtad cívica es la que legitima en la práctica el modelo de asociación civil perfilado en el pacto originario.


La unanimidad en torno al pacto fundacional no lo convierte, sin embargo, en una referencia inmutable. Su sentido normativo es el de un marco de reglas que orientan la construcción del sistema de instituciones. Pero no cabe solución de continuidad entre el acuerdo originario y la materializaciónde ese acuerdo en la vida política. Es más, la virtualidad constitucional del acuerdo sólo puede medirse por su capacidad para encauzar políticamente la vida de la comunidad. Es entonces cuando se manifiesta la adhesión real de los ciudadanos al proyecto en curso. Las modulaciones de esa adhesión nos permiten reconstruir la "cultura cívica" que la experiencia de la vida constitucional genera en una determinada comunidad política.


Pero no sólo eso. La investigación sobre la cultura cívica permite correlacionar los efectos que la participación de los ciudadanos en la vida pública, ya sea en las instituciones del Estado o en la sociedad civil, ejercen sobre el funcionamiento de un sistema político y, en última instancia, sobre su supervivencia{4}. La participación civil es, por esta razón, índice de las preferencias valorativas y de los intereses de los individuos. Aun sin ser el único factor que explica la legitimación social de un régimen, la cultura cívica refleja el potencial legitimador de la experiencia de participación política, sin duda por la dinámica de responsabilización que genera en los ciudadanos. En las democracias ésta es una de sus condiciones vitales. Si la confrontamos con la idea de Constitución como proceso de autogobierno civil, puede entonces inferirse que el constitucionalismo democrático, en su sentido pleno, ha de ser garante de un modelo participativo de ciudadanía{5}.


Esta profunda continuidad entre la experiencia política y la vida de la Constitución no es otra que la transmitida por el republicanismo desde sus orígenes en Roma: la experiencia de autogobierno ciudadano. Desde los siglos XI y XII se recuperó en las repúblicas independientes italianas, y desde el siglo XIII en los gobiernos cantonales de la Confederación Helvética. Estos primeros antecedentes confirman la viabilidad del ideal clásico de la comunidad democrática. Pero el republicanismo moderno habría de hacer frente a una nueva condición de la política: la idea misma de comunidad había perdido su anclaje local y participaba ya, en cambio, del sistema de instituciones de una sociedad compleja. La nueva condición civil tenía ahora como referente al modelo universalista y múltiple de la ciudadanía romana.


Sobre estos presupuestos fragua el republicanismo moderno, desde la tradición del republicanismo cívico renacentista, notablemente con Maquiavelo, hasta la obra de Montesquieu, Rousseau y Kant. Ya Montesquieu, por ejemplo, había defendido la idoneidad del modelo republicano para el gobierno de una federación de estados (una "republica federativa"), pues se podría así, en su opinión, garantizar la eficacia administrativa de las pequeñas repúblicas y la seguridad política de las grandes monarquías{6}. Pero no sería hasta el siglo XVIII, con las revoluciones Americana y Francesa, cuando esta síntesis fraguara en el constitucionalismo liberal y, de ahí, en la construcción institucional de las nuevas repúblicas. Si la Revolución Americana demuestra que es posible conjugar en la práctica el gobierno de una sociedad compleja con el desarrollo de fórmulas de participación ciudadana, tras una revolucionaria transformación del principio de representación, la Revolución Francesa profundiza en esta línea de cambios ya abierta. Su experimento constitucional sintetiza los principios de tres tradiciones: el equilibrio de poderes del republicanismo, la separación entre Estado y sociedad civil, así como la defensa de las libertades civiles del liberalismo, y, por último, el universalismo cívico del primer nacionalismo.


Los resultados de esta síntesis habrían de inspirar el diseño del constitucionalismo liberal hasta la primera mitad del siglo XIX, aunque no sólo en Europa. La virtualidad del constitucionalismo liberal, más de carácter reformista que revolucionario, se vería plasmada en su traslación al continente americano: un viaje de vuelta que representaba la gran oportunidad de universalización del liberalismo. En esta prueba fundamental los estados independientes de América Latina reprodujeron en sus textos constitucionales la más avanzada articulación del liberalismo con los principios republicanos de la política. Integraron así mismo los principios universalistas del primer nacionalismo revolucionario: la nación de ciudadanos que acogía en su seno a los patriotas de la Constitución.


Sería, sin embargo, la evolución de la tradición nacionalista la que pondría en evidencia, desde la segunda mitad del siglo XIX, su creciente incompatibilidad con el constitucionalismo liberal. Conviene matizar este punto, pues aunque la impronta del universalismo cívico no ha desaparecido de las constituciones democráticas del siglo XX, no ha ocurrido lo mismo, en cambio, con la huella nacionalista. Sucede, además, que la tradición nacionalista ha experimentado una diferente evolución a ambos lados del Atlántico, y si todavía en América Latina el nacionalismo no se ha desprendido del todo de su raíz universalista, en Europa el nacionalismo ha perdido su primera identidad universalista. De todas formas, las diferencias no han dejado de reducirse, hasta el punto que la articulación constitucional del nacionalismo presenta ya en ambos casos retos similares.


Con una fuerza que podría recordar al constitucionalismo nacionalista de la descolonización africana, la ingeniería constitucional ha escrito un nuevo capítulo en Europa central y del este después de 1989. Un capítulo ambivalente, sin embargo, que muestra la difícil conciliación entre un constitucionalismo revolucionario, impregnado de una novedosa experiencia participativa de la política, y un nacionalismo auspiciado por una implacable interpretación étnica de la política{7}. El diseño constitucional de las nuevas democracias no ha sido ajeno a esta tensión.



2. Nacionalismo, constitucionalismo y sociedad civil 


Así, por ejemplo, tanto en América Latina como en Europa central y del este, en un primer plano de los debates constitucionales se ha situado la discusión sobre el modelo de relaciones entre el ejecutivo y el legislativo. La causa no respondía sólo a razones de equilibrio institucional. En la práctica, que el texto normativo prefigurara las condiciones para un sistema presidencialista o para una democracia parlamentaria tenía consecuencias sobre la estabilidad misma del régimen, como habían puesto de relieve las transiciones desde las dictaduras latinoamericanas durante los años ochenta: las democracias parlamentarias mostraron ser regímenes más gobernables que los presidencialismos{8}. Junto a esta cuestión, el diseño del sistema electoral habría de tener un papel decisivo, en la medida en que los sistemas de representación proporcional y mayoritarios canalizaran de una manera eficaz el pluralismo emergente en los procesos de transición{9} En el fondo, el debate sobre los sistemas electorales volvía a reproducir en un plano diferente la inquietud por articular en el nuevo orden político las demandas nacionalistas.


Pero también de esa experiencia podía extraerse otra lección. En definitiva, el alcance de la ingeniería constitucional se mostraba limitado para garantizar la gobernabilidad. En contraste, el papel de la sociedad civil se revelaba como un poderoso elemento de consolidación de la democracia. Que existiera ya una sociedad articulada con autonomía frente al Estado se había convertido en la mejor garantía para la continuidad del proyecto democrático. Puesto que la transición a un orden de libertades implicaba la puesta en marcha de toda una serie de transiciones casi simultáneas (en el orden social, económico y político), la respuesta de la ciudadanía a los cambios iniciados resultaría determinante para su continuidad.


Sin lugar a dudas, la transición era una experiencia traumática que imponía un elevado coste en términos de reestructuración social, de mercado y de adaptación institucional. El coste incidía directamente sobre los individuos, sobre su doble condición de consumidores y ciudadanos. Así, desde la común euforia civil en la primera fase de cambio se producía un rápido desgaste de las energías ciudadanas al hacer frente, en un segundo momento, a las condiciones de la transición. Uno de los problemas cruciales que se planteaba tenía que ver con las expectativas de cambio político: la transición a la democracia significaba para la ciudadanía la oportunidad de instaurar un orden de libertades. El choque con la realidad ponía a prueba la resistencia de las expectativas y la capacidad de innovación de la sociedad civil. En momentos de crisis, el desencanto cívico resultaba un efecto hasta cierto punto lógico. La experiencia mostraba que de ahí podía seguirse una adhesión reformada al proyecto de cambio o, por contra, su abandono y una adhesión revitalizada a la situación anterior.


Si observamos el itinerario hacia la consolidación de las democracias latinoamericanas, puede apreciarse cómo el carácter pactado que tuvieron las transiciones de los años ochenta entre los defensores de la democracia y los sectores involucionistas ejerce una influencia modélica todavía a finales del siglo XX. La situación no deja de sorprender, máxime cuando a esas alturas el equilibrio se ha roto en favor de los demócratas. Paradójicamente, la gobernabilidad sigue dependiendo de las concesiones de la mayoría a una minoría amenazante, inmunizada por el sistema legal{10}. Cada vez más, sin embargo, las investigaciones ponen de manifiesto la correlación que ha existido entre una dédil institucionalización de la democracia y la precariedad de la sociedad civil. Pero, al mismo tiempo, perfilan el ocaso de esa dramática inferencia al mostrar el fortalecimiento de la cultura asociativa{11}.


Así mismo, en las transiciones a la democracia en Europa central y del este, durante la década de 1990, el escenario de crisis se ha definido por la tensión abierta entre la tentación del regreso, rentabilizada por los partidos nacionalistas, y la apuesta por la profundización del cambio que la abanderan los partidos reformistas y liberales. En la primera de las opciones, donde sin embargo no se prescindía de la retórica democrática como reclamo electoral, el experimento democratizador de la sociedad civil era contemplado como un auténtico peligro para las libertades antiguas. La segunda opción, en cambio, dependía en forma vital de su enraizamiento en la sociedad civil.


El respaldo diferente de los ciudadanos a las opciones políticas ayuda a entender las fases de esta tensión. Si en las primeras elecciones, a principios de los años noventa, son las opciones reformistas las que obtienen una clara ventaja, las elecciones de la segunda mitad de la década reflejan un significativo cambio de adhesión. Con la promesa de mitigar las contrapartidas de la reforma, e incluso de detenerla, son entonces los partidos socialistas y neocomunistas los que consiguen formar gobierno{12}. Entretanto, la capacidad organizativa de la sociedad civil se ha puesto a prueba. Para bien, por unos resultados que testimonian su creciente autonomía, pero que, de momento, ponen de manifiesto la necesidad de una articulación entre el reformismo impulsado por la sociedad civil y un modelo reformista, no necesariamente neoliberal, de políticas públicas por parte de los gobiernos.


De las diferentes experiencias de democratización cabe extraer un factor común: la creciente implicación de la sociedad civil en la esfera pública. Posiblemente este ha sido el factor clave en la consolidación democrática; por una razón fundamental, referida a su capacidad de provisión de recursos cívicos. Las múltiples instancias de la sociedad civil, parte de ellas imbricadas con instituciones del Estado, han generado con el tiempo una cultura cívica de participación, novedosa en sociedades largamente sometidas a dictaduras. Pero, innovadora también en las democracias liberales consolidadas, en razón de su potencial cívico asociativo, que ha acabado por convertirse en una alternativa, aunque no excluyente, al sistema tradicional de partidos.


Esa implantación de la sociedad civil (entendida como sociedad organizada internamente y con autonomía de acción frente al Estado) en la esfera pública ha llegado a transformar el modo de acción política que había estado tradicionalmente canalizada a través de los partidos; es decir, tanto las vías de la participación ciudadana como las instancias de toma de decisiones. El nuevo entramado asociativo ha demostrado ser mucho más flexible y efectivo para incorporar las demandas de la sociedad. La sociedad civil como campo de experimentación democrática y de innovación institucional se ha convertido así en el escenario inicial de todo proyecto de reforma. De hecho, su evolución la confirma como referencia de partida y como objetivo final para el diseño y para la evaluación de las políticas públicas.


Pero además la cultura cívica de la sociedad civil no es sólo una cultura participativa. Por situarse en el ámbito del mercado, es también una cultura de la competencia entre sus actores, pues los recursos, incluidos los cívicos, están sujetos a los imperativos del mercado. Una política liberal y una política socialdemócrata abogan por una distribución equitativa de los recursos básicos entre los individuos. Ambas perspectivas, que suponen una diferente implicación del Estado y de la misma sociedad civil en la distribución de los recursos, entienden que profundizar el pluralismo puede que sea la política menos equivocada para favorecer la igualdad de oportunidades. En fin, sus instancias no son igualitarias, pero, como contrapartida, funcionan de manera inclusiva. Se encuentran abiertas y es esa apertura la que las define como en un entorno dinámico que integra, aunque no en un sentido igualitario y desde luego competitivo, la pluralidad de opciones vitales y de intereses de la sociedad civil.


Ese pluralismo irreductible es justamente el rasgo que mejor caracteriza la condición de apertura e innovación de la sociedad civil. La democracia no puede prescindir del sustento que proporcionan tanto la experimentación institucional (a través de una variedad creciente de fórmulas civiles para la gestión de los recursos públicos), como la legitimación social de la participación ciudadana. Esta última, ciertamente, es la cultura cívica de la Constitución democrática la que indica la adhesión de los ciudadanos al sistema de instituciones civiles y políticas de la democracia.



3. Identidades cívicas


Retomamos en este punto la cuestión inicial de la lealtad cívica. Lo haremos a partir de dos observaciones. En primer lugar, la idea de lealtad cívica comprende de manera indisoluble una dimensión emotiva y otra dimensión racional. En segundo lugar, con respecto a su objeto, la lealtad cívica significa una adhesión, racional y emotiva, a la nación o bien a la Constitución. Podemos hablar, entonces, de una identidad nacional (referida a la experiencia del nacionalismo) y de una identidad constitucional (que retrata la experiencia del patriotismo). Ambas manifestaciones no se excluyen entre sí y, hasta cierto punto como veremos, pueden complementarse. De hecho, su diferencia básica no radica en la formación de la identidad, sino en su traducción política y, de manera específica, en su interpretación de los límites de la comunidad política. Como se medie la distancia entre la dimensión emotiva de la lealtad cívica y la experiencia de la política permitirá apreciar las diferencias entre nacionalismo y patriotismo o, más en concreto, entre nacionalismo y republicanismo cívico.
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